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Administrativo, Migratorio y del Transporte 

 
TESIS AISLADA. TÍTULO EJECUTIVO. EL DICTAMEN DE LA PROCURADURÍA FEDERAL DEL CONSUMIDOR PUEDE 
ALCANZAR ESE CARÁCTER SI LA AUTORIDAD JUDICIAL CONSTATA QUE EXISTEN PRUEBAS SUFICIENTES DE QUE 
SE REÚNEN LOS REQUISITOS NECESARIOS DE UNA OBLIGACIÓN CONTRACTUAL INCUMPLIDA QUE SEA CIERTA, 
LÍQUIDA Y EXIGIBLE.  
 

 
Constitucional y Amparo 

 
TESIS AISLADA. REVISIÓN EN AMPARO INDIRECTO. LA AUTORIDAD EMISORA O PROMULGADORA DE UNA LEY 
QUE EL QUEJOSO SE AUTOAPLICÓ, TIENE LEGITIMACIÓN PARA INTERPONER ESE RECURSO.  
 
TESIS AISLADA. REQUERIMIENTO PARA REALIZAR MANIFESTACIONES "BAJO PROTESTA DE DECIR VERDAD" 
EN EL AMPARO. PUEDE DESAHOGARSE POR EL APODERADO DEL QUEJOSO.  
 
TESIS AISLADA. RECURSO DE REVISIÓN EN AMPARO INDIRECTO. SI LA NOTIFICACIÓN DE LA RESOLUCIÓN 
RECURRIDA SE PRACTICÓ EN DÍA INHÁBIL, DEBE CONSIDERARSE REALIZADA EL DÍA HÁBIL SIGUIENTE, PARA 
DETERMINAR LA OPORTUNIDAD EN SU INTERPOSICIÓN.  
 
TESIS AISLADA. DERECHO HUMANO A LA NOTIFICACIÓN, CONTACTO Y ASISTENCIA CONSULAR DE PERSONAS 
EXTRANJERAS. NO EN TODOS LOS CASOS DEBE ORDENARSE LA REPOSICIÓN DEL PROCEDIMIENTO CON 
MOTIVO DE LA VIOLACIÓN A AQUÉL.  
 
TESIS AISLADA. CONTROL DIFUSO. AL EJERCERLO, EL JUEZ ORDINARIO NO PUEDE REALIZAR EL ESTUDIO DE 
INCONSTITUCIONALIDAD O INCONVENCIONALIDAD DE UNA NORMA, VÍA INCIDENTAL, BAJO PRETEXTO DE SU 
INAPLICACIÓN EX OFFICIO.  
 

 
Laboral 

 
JURISPRUDENCIA. INDEMNIZACIÓN POR RIESGO DE TRABAJO. CARGA DE LA PRUEBA CUANDO SE RECLAMA 
SU INCREMENTO POR CAUSA INEXCUSABLE DEL PATRÓN EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 490 DE LA LEY FEDERAL 
DEL TRABAJO.   
 
JURISPRUDENCIA. ORGANISMO PÚBLICO DESCENTRALIZADO “SERVICIOS DE SALUD JALISCO”. SU DIRECTOR 
GENERAL NO TIENE FACULTADES PARA OTORGAR PODERES DE REPRESENTACIÓN EN MATERIA LABORAL 
CONFORME A LA LEY QUE LO REGULA, EN SU TEXTO ANTERIOR A LA REFORMA PUBLICADA EN EL PERIÓDICO 
OFICIAL LOCAL EL 19 DE SEPTIEMBRE DE 2017.  
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Penal 
 
JURISPRUDENCIA. SUSPENSIÓN EN MATERIA PENAL. ES POSIBLE QUE TENGA EFECTOS RESTITUTORIOS 
CUANDO EL ACTO RECLAMADO CONSISTA EN LA CITACIÓN PARA COMPARECER A LA AUDIENCIA INICIAL DE 
FORMULACIÓN DE IMPUTACIÓN O RESPECTO A LA NEGATIVA DE DESAHOGAR PRUEBAS EN LA 
AVERIGUACIÓN PREVIA.  
 
JURISPRUDENCIA. SISTEMA PENAL ACUSATORIO. LAS OMISIONES DEL MINISTERIO PÚBLICO EN LA ETAPA DE 
INVESTIGACIÓN, SON IMPUGNABLES ANTE EL JUEZ DE CONTROL A TRAVÉS DEL MEDIO DE DEFENSA PREVISTO 
EN EL ARTÍCULO 258 DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES.  
 
JURISPRUDENCIA. SISTEMA PENAL ACUSATORIO. CONTRA LAS OMISIONES DEL MINISTERIO PÚBLICO EN LA 
ETAPA DE INVESTIGACIÓN, PROCEDE EL MEDIO DE DEFENSA PREVISTO EN EL ARTÍCULO 258 DEL CÓDIGO 
NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES, EL CUAL DEBE AGOTARSE EN CUMPLIMIENTO AL PRINCIPIO DE 
DEFINITIVIDAD QUE RIGE EL JUICIO DE AMPARO.  
 
JURISPRUDENCIA. DICTÁMENES OFICIALES EMITIDOS EN LA AVERIGUACIÓN PREVIA. FORMAS DE 
PERFECCIONAMIENTO Y VALIDACIÓN, CUANDO POR LA TEMPORALIDAD TRANSCURRIDA, EXISTE 
IMPOSIBILIDAD PARA SU RATIFICACIÓN ANTE EL JUEZ POR LOS PERITOS QUE LOS SUSCRIBIERON [APLICACIÓN 
DE LAS TESIS AISLADAS 1a. LXIV/2015 (10a.), 1a. XXXIV/2016 (10a.) Y DE JURISPRUDENCIA 1a./J. 62/2016 
(10a.)].  
 
TESIS AISLADA. SENTENCIA DEFINITIVA DICTADA EN EL SISTEMA DE JUSTICIA PENAL MIXTO (TRADICIONAL). 
ATENTO AL PRINCIPIO DE COSA JUZGADA, ES IMPROCEDENTE SU ANULACIÓN CONFORME AL CÓDIGO 
NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES.  
 
TESIS AISLADA. VIDEOGRABACIÓN DE LAS SESIONES DE LOS TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO. ES 
IMPROCEDENTE ACORDAR FAVORABLEMENTE LA PETICIÓN DE OTORGAR A LAS PARTES COPIA CERTIFICADA 
–CON SUPRESIÓN DE DATOS PERSONALES– DE LOS DISPOSITIVOS DE ALMACENAMIENTO DE DATOS QUE LAS 
CONTIENEN, AL EXISTIR LA POSIBILIDAD DE QUE SEAN CONSULTADAS EN LA BIBLIOTECA VIRTUAL, EN LA 
PÁGINA DE INTERNET DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL.  
 
TESIS AISLADA. VIOLACIONES PROCESALES COMETIDAS PREVIO AL DICTADO DEL AUTO DE VINCULACIÓN A 
PROCESO (INADMISIÓN DE MEDIOS DE PRUEBA). DEBEN RECLAMARSE, EN SU CASO, CUANDO SE IMPUGNE 
DICHO AUTO EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO.  
 
TESIS AISLADA. TRASLADO DE UN INTERNO DEL CENTRO DE RECLUSIÓN DE MEDIANA A UNO DE ALTA 
SEGURIDAD, SOLICITADO POR AQUÉL, POR CORRESPONDER AL DEL LUGAR MÁS CERCANO A SU DOMICILIO. 
PONDERACIÓN DE LOS REQUISITOS PREVISTOS EN EL ARTÍCULO 18 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL PARA SU 
PROCEDENCIA.  
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TESIS AISLADA. SUSPENSIÓN. LA NEGATIVA DE CONCEDERLA TRATÁNDOSE DE MEDIDAS CAUTELARES 
DICTADAS POR AUTORIDAD JUDICIAL EN TÉRMINOS DEL TERCER PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 128 DE LA LEY DE 
AMPARO, SÓLO APLICA PARA LA MATERIA PENAL.  
 

 
Fiscal 

 
TESIS AISLADA. INEXISTENCIA DE LAS OPERACIONES HECHAS CONSTAR POR LOS CONTRIBUYENTES. LAS 
AUTORIDADES PUEDEN DECLARARLA EN USO DE LAS FACULTADES DE COMPROBACIÓN PREVISTAS EN EL 
ARTÍCULO 42, O MEDIANTE EL PROCEDIMIENTO ESPECIAL REGULADO EN EL ARTÍCULO 69-B, AMBOS DEL 
CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN.  
 

 
Derecho Privado de Empresa 

 
TESIS AISLADA. COMPENSACIÓN DE CRÉDITOS EN EL JUICIO DE QUIEBRA. CONDICIONES EN QUE OPERA.  
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Administrativo, Migratorio y del Transporte 
 

Época: Décima Época  
Registro: 2017645  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 17 de agosto de 2018 10:25 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: I.3o.C.334 C (10a.)  
 
TÍTULO EJECUTIVO. EL DICTAMEN DE LA PROCURADURÍA FEDERAL DEL CONSUMIDOR PUEDE ALCANZAR 
ESE CARÁCTER SI LA AUTORIDAD JUDICIAL CONSTATA QUE EXISTEN PRUEBAS SUFICIENTES DE QUE SE 
REÚNEN LOS REQUISITOS NECESARIOS DE UNA OBLIGACIÓN CONTRACTUAL INCUMPLIDA QUE SEA CIERTA, 
LÍQUIDA Y EXIGIBLE. Los artículos 114 BIS y 114 TER, en relación con el diverso 114 de la Ley Federal de 
Protección al Consumidor, facultan a la Procuraduría Federal del Consumidor a emitir un acuerdo de trámite 
que contenga el dictamen que constituirá un título ejecutivo no negociable en favor del consumidor, siempre 
y cuando la obligación contractual incumplida que en él se consigne sea cierta, exigible y líquida a juicio de la 
autoridad judicial. Así, corresponde al órgano jurisdiccional confirmar si el dictamen emitido por la 
procuraduría citada, reúne los requisitos de una obligación incumplida, con las características referidas, es 
decir, si tiene el carácter de un título ejecutivo. Ahora bien, los artículos 1391, 1392 y 1409 del Código de 
Comercio disponen que es propio de la función jurisdiccional determinar si, en un caso concreto, se reúnen 
los requisitos necesarios para considerar si un documento constituye un título ejecutivo a efecto de que se dé 
trámite a la vía ejecutiva mercantil. Por tanto, como lo señala el artículo 114 citado, el dictamen emitido por 
la procuraduría mencionada, puede alcanzar el carácter de título ejecutivo, siempre y cuando la autoridad 
judicial constate que existen pruebas suficientes de que se reúnen los requisitos necesarios para tal efecto, 
pues será en el procedimiento judicial donde podrá o no destruirse la fuerza predeterminada de esos 
dictámenes. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Amparo directo 891/2016. María de los Ángeles Acuña Zúñiga. 11 de enero de 2017. Unanimidad de votos. 
Ponente: Paula María García Villegas Sánchez Cordero. Secretaria: Cinthia Monserrat Ortega Mondragón. 
 
Amparo directo 299/2018. Ma. Sara Montero Iriche. 23 de mayo de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: 
Víctor Francisco Mota Cienfuegos. Secretario: Samuel René Cruz Torres. 
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Constitucional y Amparo 

 
Época: Décima Época  
Registro: 2017637  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 17 de agosto de 2018 10:25 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: 2a. LXXIV/2018 (10a.)  
 
REVISIÓN EN AMPARO INDIRECTO. LA AUTORIDAD EMISORA O PROMULGADORA DE UNA LEY QUE EL 
QUEJOSO SE AUTOAPLICÓ, TIENE LEGITIMACIÓN PARA INTERPONER ESE RECURSO. Conforme al artículo 87 
de la Ley de Amparo, las autoridades responsables sólo podrán interponer el recurso de revisión contra 
sentencias que afecten directamente el acto que de cada una de ellas se haya reclamado; tratándose del 
amparo contra normas generales podrán hacerlo los titulares de los órganos de Estado a los que se 
encomiende su emisión o promulgación. En ese sentido, cuando el amparo se promueve contra normas 
generales que no cuentan con un acto de aplicación, al haber sido el quejoso quien las autoaplicó al someterse 
en el supuesto establecido en aquéllas y, por tanto, no existan autoridades ejecutoras que puedan impugnar 
la aplicación por parte del Juez de Distrito de una jurisprudencia de inconstitucionalidad o temática de 
inconstitucionalidad al asunto concreto, las autoridades emisoras o promulgadoras de dichas normas están 
legitimadas para interponer el recurso de revisión respectivo, porque ese medio de impugnación es el único 
que tienen para modificar la sentencia de amparo, cuando –de otorgarse la protección constitucional– 
prevalezca el criterio de dicho juzgador que necesariamente vierte consideraciones de inconstitucionalidad 
del precepto reclamado en el propio fallo, aun cuando éstas tengan efectos limitados en el asunto concreto. 
 
Amparo en revisión 1102/2017. Comisariado de Bienes Comunales de Huitzilac, Morelos. 28 de febrero de 
2018. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González 
Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretaria: 
Diana Cristina Rangel León. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2017634  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 17 de agosto de 2018 10:25 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: XVII.2o.P.A.2 K (10a.)  
 
REQUERIMIENTO PARA REALIZAR MANIFESTACIONES "BAJO PROTESTA DE DECIR VERDAD" EN EL AMPARO. 
PUEDE DESAHOGARSE POR EL APODERADO DEL QUEJOSO. El requerimiento para realizar manifestaciones 
"bajo protesta de decir verdad" en el amparo no debe cumplirse por la persona autorizada para oír y recibir 
notificaciones e interponer recursos o medios de defensa en términos de la ley de la materia, ya que es un 
acto personalísimo, esto es, sólo puede desahogarlo quien aduzca ser agraviado por los actos reclamados. Sin 
embargo, cuando el quejoso otorgue un poder notarial en el que confiera un mandato general para pleitos y 
cobranzas en términos amplios y el apoderado desahogue la prevención mencionada, ésta debe tenerse por 
cumplida, pues la naturaleza jurídica del mandato implica que aquél se obligó a ejecutar, por cuenta del 
agraviado, los actos jurídicos que éste le encargó; de ahí que si el Juez de Distrito consideró que no se acató 
el requerimiento, al estimar que el mandatario es autorizado en términos de la Ley de Amparo y, en 
consecuencia, tuvo por no presentada la demanda, ese acuerdo es contrario a derecho; por ende, en la 
resolución del recurso de queja que en su contra se interponga debe ordenarse admitir la demanda. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL DÉCIMO SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
Queja 34/2018. Javier Vieyra Rascón. 12 de abril de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Rafael Rivera Durón. 
Secretaria: Diana Monserrat Partida Arámburo. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2017631  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 17 de agosto de 2018 10:25 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: XIII.P.A.19 K (10a.)  
 
RECURSO DE REVISIÓN EN AMPARO INDIRECTO. SI LA NOTIFICACIÓN DE LA RESOLUCIÓN RECURRIDA SE 
PRACTICÓ EN DÍA INHÁBIL, DEBE CONSIDERARSE REALIZADA EL DÍA HÁBIL SIGUIENTE, PARA DETERMINAR 
LA OPORTUNIDAD EN SU INTERPOSICIÓN. El artículo 282 del Código Federal de Procedimientos Civiles, de 
aplicación supletoria a la Ley de Amparo, permite a los tribunales habilitar días y horas inhábiles, cuando 
hubiere causa urgente que así lo amerite; ello, en relación con las notificaciones; sin embargo, lo anterior 
debe entenderse únicamente para su práctica, no para que en esa fecha se tengan por realizadas, pues la 
notificación debe estimarse ejecutada hasta el próximo día hábil, de lo contrario, podría perjudicar al quejoso 
y, sobre todo, contravenir el artículo 19 de la ley citada que señala como días hábiles, todos los del año, con 
excepción de los sábados y domingos, uno de enero, cinco de febrero, veintiuno de marzo, uno y cinco de 
mayo, catorce y dieciséis de septiembre, doce de octubre, veinte de noviembre y veinticinco de diciembre, así 
como aquellos en que se suspendan las labores en el órgano jurisdiccional ante el cual se tramite el amparo, 
o cuando no pueda funcionar por causa de fuerza mayor; por tanto, aunque en el recurso de revisión en 
amparo indirecto se practique la notificación de la resolución recurrida en un día inhábil (por así haberse 
autorizado), debe tenerse como realizada –para los efectos legales– hasta el día hábil siguiente, y a partir de 
ahí surtirá efectos en términos del artículo 31 de la ley indicada, para determinar la oportunidad en su 
interposición. 
 
TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL DÉCIMO TERCER CIRCUITO. 
 
Amparo en revisión 555/2017. 24 de mayo de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: David Gustavo León 
Hernández. Secretario: Miguel Ángel Domínguez Velasco. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2017617  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 17 de agosto de 2018 10:25 h  
Materia(s): (Constitucional, Penal)  
Tesis: I.9o.P.217 P (10a.)  
 
DERECHO HUMANO A LA NOTIFICACIÓN, CONTACTO Y ASISTENCIA CONSULAR DE PERSONAS 
EXTRANJERAS. NO EN TODOS LOS CASOS DEBE ORDENARSE LA REPOSICIÓN DEL PROCEDIMIENTO CON 
MOTIVO DE LA VIOLACIÓN A AQUÉL. El inciso b) del párrafo primero del artículo 36 de la Convención de Viena 
sobre Relaciones Consulares establece que el extranjero sujeto a detención debe ser informado sin dilación 
acerca de los derechos que reconoce a su favor el numeral mencionado. Ahora bien, la Primera Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, en diversos precedentes (entre los que destacan los amparos directos 
72/2012 y 2/2013, así como el amparo directo en revisión 886/2013), se ha pronunciado respecto de 
violaciones a los derechos reconocidos a favor de una persona extranjera y ha sido reiterativa en precisar que 
no existe un remedio procesal único y que, por ende, el impacto que la violación acreditada hubiera tenido en 
el procedimiento penal debe analizarse caso por caso, sin que en todos deba ordenarse la reposición del 
procedimiento. De modo que, corresponderá al operador jurídico determinar el grado de afectación que pudo 
haber tenido en la causa concreta la falta de notificación, contacto y asistencia consular para, con base en 
ello, determinar el impacto de esa transgresión del derecho fundamental y, en esa medida, establecer cuál es 
el remedio procesal, el que deberá estar en congruencia con la magnitud de la violación actualizada. 
 
NOVENO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Amparo directo 254/2017. 26 de abril de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Luis Pérez de la Fuente. 
Secretario: Miguel Enrique Hidalgo Carmona. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2017613  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 17 de agosto de 2018 10:25 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: VI.2o.P.11 K 10a.)  
 
CONTROL DIFUSO. AL EJERCERLO, EL JUEZ ORDINARIO NO PUEDE REALIZAR EL ESTUDIO DE 
INCONSTITUCIONALIDAD O INCONVENCIONALIDAD DE UNA NORMA, VÍA INCIDENTAL, BAJO PRETEXTO DE 
SU INAPLICACIÓN EX OFFICIO. Con fundamento en los artículos 1o. y 133 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver el expediente 
varios 912/2010, implementó un modelo general de control de constitucionalidad y convencionalidad, en 
donde se establece que el control difuso del que conozcan los tribunales federales, es decir, Juzgados de 
Distrito y Tribunales Unitarios de proceso federal y tribunales administrativos, como los tribunales locales, 
sean judiciales, administrativos y electorales, puede tramitarse vía incidente, pero esta forma, no implica la 
apertura de un expediente por cuerda separada, sino que debe entenderse como la posibilidad de inaplicación 
durante el proceso correspondiente. Bajo este contexto, aun cuando en dicho modelo, los Jueces locales 
pueden realizar el control difuso incidentalmente, éste se refiere, a una técnica al alcance del Juez para ejercer 
un control de constitucionalidad al interior de un proceso, sea éste constitucional o de cualquier otra 
naturaleza; de lo que se colige que al utilizar el término "incidente", no puede interpretarse como que la 
solicitud de inaplicación de un artículo por inconstitucional, debe estudiarse en un incidente no especificado, 
pues bastará con que el Juez considere que la norma no tiene méritos de ser inaplicada, mencionando que no 
advirtió violación alguna de derechos humanos, para que se estime que realizó el control difuso, pudiendo 
realizar lo anterior en la parte considerativa de la resolución emitida, que es lo que debe considerarse en 
forma incidental y no el hecho de que posterior a su aplicación por el Juez ordinario, se plantee la inaplicación 
de la norma mediante un incidente innominado bajo argumentos de inconvencionalidad o 
inconstitucionalidad. Sobre esta base, la vía incidental no es el medio idóneo para tratar el tema de 
inconstitucionalidad de una norma ya aplicada, so pretexto del estudio de inaplicación ex officio, pues al 
promover dicho medio de defensa, se provocará que el tema toral, o la litis central, se vuelva la 
inconstitucionalidad de una norma y, entrar al estudio de dicha inconstitucionalidad en el incidente, se 
equipararía al control concentrado, que sólo pueden ejercerlo los órganos del Poder Judicial de la Federación. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL SEXTO CIRCUITO. 
 
Amparo en revisión 323/2017. 25 de enero de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Jesús Rafael Aragón. 
Secretaria: Silvia Galindo Andrade. 
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Laboral 
 

Época: Décima Época  
Registro: 2017623  
Instancia: Plenos de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 17 de agosto de 2018 10:25 h  
Materia(s): (Laboral)  
Tesis: PC.X. J/6 L (10a.)  
 
INDEMNIZACIÓN POR RIESGO DE TRABAJO. CARGA DE LA PRUEBA CUANDO SE RECLAMA SU INCREMENTO 
POR CAUSA INEXCUSABLE DEL PATRÓN EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 490 DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO. 
El precepto citado contiene cinco hipótesis en las que el patrón puede incurrir en responsabilidad por causa 
inexcusable y dan lugar al incremento en la indemnización por riesgo de trabajo; por tanto, cada caso debe 
analizarse conforme a su específica redacción y, por ende, no puede establecerse una regla general sobre a 
qué parte corresponde la carga probatoria, en tanto cada hipótesis conlleva a diferentes obligaciones, amén 
de que también incide la conducta procesal de las partes; de ahí que resulta inevitable tomar en cuenta lo que 
el actor exprese en la razón por la que conceptúa la falta que invoca como causa inexcusable del riesgo, y la 
actitud de la demandada al contestar esa imputación. 
 
PLENO DEL DÉCIMO CIRCUITO. 
 
Contradicción de Tesis 1/2017. Entre las sustentadas por el Tribunal Colegiado del Décimo Circuito, con sede 
en Coatzacoalcos, Veracruz, y el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Segunda 
Región, con residencia en San Andrés Cholula, Puebla. 19 de septiembre de 2017. Unanimidad de cuatro votos 
de los Magistrados Germán Ramírez Luquín, Cándida Hernández Ojeda, Roberto Alejandro Navarro Suárez y 
Josefina del Carmen Mora Dorantes. Ponente: Roberto Alejandro Navarro Suárez. Secretaria: Adelita Méndez 
Cruz. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2017601  
Instancia: Plenos de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 17 de agosto de 2018 10:25 h  
Materia(s): (Laboral)  
Tesis: PC.III.L. J/28 L (10a.)  
 
ORGANISMO PÚBLICO DESCENTRALIZADO “SERVICIOS DE SALUD JALISCO”. SU DIRECTOR GENERAL NO 
TIENE FACULTADES PARA OTORGAR PODERES DE REPRESENTACIÓN EN MATERIA LABORAL CONFORME A 
LA LEY QUE LO REGULA, EN SU TEXTO ANTERIOR A LA REFORMA PUBLICADA EN EL PERIÓDICO OFICIAL 
LOCAL EL 19 DE SEPTIEMBRE DE 2017. De la interpretación armónica y funcional de la Ley del Organismo 
Público Descentralizado "Servicios de Salud Jalisco", se advierte que su Director General tiene facultades para 
representar a ese organismo en los asuntos derivados de sus funciones y nombrar apoderados para actos de 
administración en su esfera patrimonial, cuando sea demandado por el pago de pesos, pero no puede delegar 
o conferir esa facultad de representación en favor de terceras personas para que intervengan como 
apoderados judiciales, a fin de cumplir lo dispuesto en el artículo 692, fracción III, de la Ley Federal del Trabajo, 
en el sentido de que para acreditar la personalidad de quien comparece como apoderado de persona moral, 
deben comprobarse las facultades legales de la persona que se lo otorgó. Asimismo, es inaplicable al caso, el 
Protocolo sobre Uniformidad del Régimen Legal de los Poderes, publicado en el Diario Oficial de la Federación 
el 3 de diciembre de 1953, toda vez que sólo rige para los poderes otorgados en el extranjero que estén 
destinados a surtir efectos en México o conferidos en México para obrar en el extranjero, pero es inaplicable 
para regular los poderes otorgados en territorio mexicano para obrar en él, pues éstos deben otorgarse con 
base en las leyes mexicanas.  
 
PLENO EN MATERIA DE TRABAJO DEL TERCER CIRCUITO. 
 
Contradicción de tesis 2/2018. Entre las sustentadas por el Cuarto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro 
Auxiliar de la Décima Región, con residencia en Saltillo, Coahuila y el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia de 
Trabajo del Tercer Circuito. 25 de mayo de 2018. Mayoría de cuatro votos de la Magistrada Griselda Guadalupe 
Guzmán López y los Magistrados Francisco Javier Rodríguez Huezo, Alejandro López Bravo y José de Jesús 
López Arias. Disidente: Fernando Cotero Bernal. Ponente y encargado del engrose: José de Jesús López Arias. 
Secretaria: Yuridia Arias Álvarez. 
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Penal 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2017642  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 17 de agosto de 2018 10:25 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: 1a./J. 15/2018 (10a.)  
 
SUSPENSIÓN EN MATERIA PENAL. ES POSIBLE QUE TENGA EFECTOS RESTITUTORIOS CUANDO EL ACTO 
RECLAMADO CONSISTA EN LA CITACIÓN PARA COMPARECER A LA AUDIENCIA INICIAL DE FORMULACIÓN 
DE IMPUTACIÓN O RESPECTO A LA NEGATIVA DE DESAHOGAR PRUEBAS EN LA AVERIGUACIÓN PREVIA. En 
la reforma constitucional en materia de amparo de 2011 se dotó a la suspensión de un genuino carácter de 
medida cautelar, cuya finalidad es conservar la materia de la controversia y evitar que los particulares sufran 
afectaciones a su esfera jurídica mientras se resuelve el fondo del asunto. En este sentido, de los artículos 
107, fracción X, de la Constitución Federal y 147 de la Ley de Amparo, se desprende que es posible que la 
suspensión tenga efectos restitutorios cuando ésta sea procedente de acuerdo a los requisitos de ley. Ahora 
bien, si la suspensión, en general, puede tener efectos restitutorios, no existe razón alguna para que en 
materia penal, por regla general no los tenga, ya que la Ley de Amparo no establece expresamente que la 
suspensión en materia penal no pueda restituir derechos. De tal manera, resulta evidente que cuando el acto 
reclamado consista en la citación para comparecer a la audiencia inicial de formulación de imputación o la 
negativa de desahogar pruebas en la averiguación previa, puede tener efectos restitutorios, sin que los 
tribunales de amparo deban negarla porque ésta pueda tener dichos efectos. 
 
PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 442/2016. Entre las sustentadas por el Tercer Tribunal Colegiado del Décimo Quinto 
Circuito, el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer Circuito, el Cuarto Tribunal Colegiado en 
Materia Penal del Primer Circuito, el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito y el Tercer 
Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito. 15 de noviembre de 2017. La votación se dividió en 
dos partes: mayoría de cuatro votos por la competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Mayoría de cuatro 
votos en cuanto al fondo, de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su 
derecho para formular voto particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: José Ignacio 
Morales Simón. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2017641  
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Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 17 de agosto de 2018 10:25 h  
Materia(s): (Penal)  
Tesis: 1a./J. 27/2018 (10a.)  
 
SISTEMA PENAL ACUSATORIO. LAS OMISIONES DEL MINISTERIO PÚBLICO EN LA ETAPA DE INVESTIGACIÓN, 
SON IMPUGNABLES ANTE EL JUEZ DE CONTROL A TRAVÉS DEL MEDIO DE DEFENSA PREVISTO EN EL 
ARTÍCULO 258 DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES. Los artículos 20, apartado C, fracción 
VII de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 109, fracción XXI, del Código Nacional de 
Procedimientos Penales, otorgan a la víctima u ofendido de un delito, el derecho a impugnar ante autoridad 
judicial, las omisiones del Ministerio Público en sus funciones de investigación, en los términos previstos en 
ese Código. Asimismo, el artículo 16, párrafo décimo cuarto, de la Constitución General, prevé que los jueces 
de control tienen encomendada la tarea de resolver en forma inmediata y por cualquier medio, las solicitudes 
de medidas cautelares, providencias precautorias y técnicas de investigación de la autoridad que requieran 
control judicial; además, deben garantizar los derechos de los indiciados y de las víctimas u ofendidos, 
cuidando que la actuación de la parte acusadora sea apegada a derecho; esto es, les corresponde resolver las 
diligencias que requieran control judicial, en forma acelerada y ágil, así como realizar las audiencias procesales 
preliminares al juicio conforme a los principios del sistema acusatorio. Por otra parte, el artículo 258 del 
Código Nacional de Procedimientos Penales prevé la posibilidad de impugnar las determinaciones del 
Ministerio Público sobre la abstención de investigar, el archivo temporal, la aplicación de un criterio de 
oportunidad y el no ejercicio de la acción penal, esto es, en general se trata de actuaciones del Ministerio 
Público que tengan como efecto paralizar, suspender o terminar una investigación. En este sentido, bien 
puede entenderse que las omisiones del Ministerio Público en la etapa de investigación encuadran en este 
supuesto, ya que dicha conducta supone la paralización de su función investigadora. Así, de la interpretación 
sistemática y funcional de los artículos citados, se obtiene que la víctima u ofendido pueden impugnar ante el 
Juez de Control las omisiones de la autoridad ministerial derivadas de su facultad investigadora, a través del 
medio de defensa innominado previsto en el artículo 258 del Código Nacional de Procedimientos Penales, 
puesto que la finalidad de que el Juez de Control revise las decisiones u omisiones del Ministerio Público, que 
definen el curso de una indagatoria es que, al estimar que su actuación es ilegal, debe conminarlo a que 
reanude la investigación y practique todas las diligencias que sean necesarias para el esclarecimiento de los 
hechos presuntamente delictivos.  
 
PRIMERA SALA 
Contradicción de tesis 233/2017. Entre las sustentadas por el Noveno Tribunal Colegiado en Materia Penal del 
Primer Circuito, el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Sexto Circuito, el Primer Tribunal 
Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Décimo Octavo Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado en 
Materia Penal del Tercer Circuito. 18 de abril de 2018. La votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro 
votos por la competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Mayoría de tres votos en cuanto al fondo, de 
los Ministros José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Norma Lucía Piña Hernández. Disidentes: 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: 
Horacio Vite Torres. 
 
 
 
 
 
Época: Décima Época  
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Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
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Materia(s): (Común, Penal)  
Tesis: 1a./J. 28/2018 (10a.)  
 
SISTEMA PENAL ACUSATORIO. CONTRA LAS OMISIONES DEL MINISTERIO PÚBLICO EN LA ETAPA DE 
INVESTIGACIÓN, PROCEDE EL MEDIO DE DEFENSA PREVISTO EN EL ARTÍCULO 258 DEL CÓDIGO NACIONAL 
DE PROCEDIMIENTOS PENALES, EL CUAL DEBE AGOTARSE EN CUMPLIMIENTO AL PRINCIPIO DE 
DEFINITIVIDAD QUE RIGE EL JUICIO DE AMPARO. De la interpretación sistemática y funcional de los artículos 
16, párrafo décimo cuarto y 20, apartado C, fracción VII, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos; 109, fracción XXI y 258 del Código Nacional de Procedimientos Penales, se advierte que la víctima 
u ofendido puede impugnar ante el Juez de Control las omisiones de la autoridad ministerial derivadas de su 
facultad investigadora, a través del medio de defensa innominado que prevé el artículo 258 citado, cuya 
finalidad es que el Juez de Control revise las decisiones u omisiones del Ministerio Público, que definen el 
curso de una indagatoria, pues al estimar que su actuación es ilegal, debe conminarlo a que cese ese estado 
de cosas, reanude la investigación y practique todas las diligencias que sean necesarias para el esclarecimiento 
de los hechos presuntamente delictivos. Por lo tanto, previamente a la promoción del juicio de amparo 
indirecto, se debe agotar ese medio de defensa ordinario, en observancia al principio de definitividad. 
 
PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 233/2017. Entre las sustentadas por el Noveno Tribunal Colegiado en Materia Penal del 
Primer Circuito, el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Sexto Circuito, el Primer Tribunal 
Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Décimo Octavo Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado en 
Materia Penal del Tercer Circuito. 18 de abril de 2018. La votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro 
votos por la competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Mayoría de tres votos en cuanto al fondo, de 
los Ministros José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Norma Lucía Piña Hernández. Disidentes: 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: 
Horacio Vite Torres. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2017618  
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Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 17 de agosto de 2018 10:25 h  
Materia(s): (Penal, Común)  
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DICTÁMENES OFICIALES EMITIDOS EN LA AVERIGUACIÓN PREVIA. FORMAS DE PERFECCIONAMIENTO Y 
VALIDACIÓN, CUANDO POR LA TEMPORALIDAD TRANSCURRIDA, EXISTE IMPOSIBILIDAD PARA SU 
RATIFICACIÓN ANTE EL JUEZ POR LOS PERITOS QUE LOS SUSCRIBIERON [APLICACIÓN DE LAS TESIS AISLADAS 
1a. LXIV/2015 (10a.), 1a. XXXIV/2016 (10a.) Y DE JURISPRUDENCIA 1a./J. 62/2016 (10a.)]. La Primera Sala 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en las tesis aisladas y de jurisprudencia citadas, sostuvo que 
eximir a los peritos oficiales de ratificar sus dictámenes vulnera el derecho fundamental a la igualdad procesal, 
por lo que los rendidos ante el Ministerio Público deben ratificarse ante el Juez por quienes los suscribieron, 
para perfeccionarlos y sean considerados como prueba de cargo válida; asimismo, estableció que la falta de 
ese requisito, en tanto constituye un vicio formal, no da lugar a considerarlos como pruebas ilícitas ni a su 
exclusión del material probatorio, pues puede subsanarse mediante la ratificación por el o los peritos que los 
suscribieron, vía reposición del procedimiento. Sin embargo, en la práctica se presentan situaciones que 
imposibilitan la ratificación de los dictámenes oficiales emitidos en la averiguación previa, debido a que por la 
temporalidad transcurrida, los peritos que los suscribieron fallecieron, ya no trabajan en la dependencia 
gubernamental y no pueden ser localizados, o existe imposibilidad física o material para presentarse ante el 
Juez. En esas condiciones, en aplicación de dichos criterios, cuando en amparo directo se reclame la sentencia 
de segunda instancia que confirmó la condenatoria de primer grado, y se advierta que existen dictámenes 
oficiales no ratificados y se presenten los imponderables señalados, deben seguirse las siguientes formas de 
perfeccionamiento y validación: a) Debe decretarse que existe imposibilidad para que los peritos que los 
emitieron los ratifiquen, porque para ese momento fallecieron, ya no trabajan en la dependencia 
gubernamental respectiva y no fue posible su localización, o tienen alguna imposibilidad física o material para 
presentarse ante el Juez a ratificar su opinión técnica; y, b) El Juez de la causa deberá proceder de la siguiente 
forma: i) en la hipótesis de que la pericial pueda ser repetida, por estar disponible el objeto o materia sobre 
el que recayó, por ser factible su conservación, en el estado en que se emitió la pericial, debe proveerse lo 
conducente para que el Ministerio Público proponga un perito que, con vista en el objeto correspondiente, 
emita una nueva opinión técnica y, en su caso, ratifique su contenido; ii) si la prueba pericial es irrepetible, 
por no estar disponible el objeto o materia sobre el que recayó, porque haya desaparecido o se hubiese 
destruido, pero existan otras pruebas vinculadas con el dictamen, donde se haga o se aprecie la descripción 
de objetos o cualquier otra circunstancia apreciable por los sentidos, en las que se describan elementos que 
puedan ser de utilidad para realizar diverso dictamen, debe proveerse lo conducente para que el Ministerio 
Público proponga un perito  
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que, con vista en los dictámenes cuya ratificación se pretende y en los elementos de prueba existentes en 
autos, vinculadas con las periciales citadas, emita su opinión y, en su caso, ratifique su contenido; y, iii) en el 
supuesto de que la pericial sea irrepetible por las razones indicadas, y no existan otras pruebas que sean de 
utilidad para emitir otra, se declarará la imposibilidad de su ratificación y se dará intervención a otro experto 
para que emita su opinión sobre el dictamen existente y, de ser el caso, la ratifique. Lo anterior, en el 
entendido de que en cada una de estas hipótesis, la prueba será valorada al prudente arbitrio del Juez de la 
causa. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL SEGUNDO CIRCUITO. 
 
Amparo directo 208/2017. 21 de febrero de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Roberto Dionisio Pérez 
Martínez. Secretario: Juan Alejandro de la Cruz Martínez Bohórquez. 
 
Amparo directo 226/2017. 8 de marzo de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Roberto Dionisio Pérez 
Martínez. Secretaria: Selene Tinajero Bueno. 
 
Amparo directo 233/2017. 27 de marzo de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Roberto Dionisio Pérez 
Martínez. Secretaria: Selene Tinajero Bueno. 
 
Amparo directo 20/2018. 5 de abril de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Roberto Dionisio Pérez Martínez. 
Secretaria: Selene Tinajero Bueno. 
 
Amparo directo 56/2018. 3 de mayo de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Rubén Arturo Sánchez Valencia. 
Secretario: Saúl Armando Patiño Lara. 
 
Nota: Las tesis aisladas y de jurisprudencia 1a. LXIV/2015 (10a.), 1a. XXXIV/2016 (10a.) y 1a./J. 62/2016 (10a.), 
de títulos y subtítulos: "DICTÁMENES PERICIALES. EL ARTÍCULO 235 DEL CÓDIGO FEDERAL DE 
PROCEDIMIENTOS PENALES, AL EXIMIR A LOS PERITOS OFICIALES DE RATIFICARLOS, VULNERA EL DERECHO 
FUNDAMENTAL DE IGUALDAD PROCESAL.", "DICTÁMENES PERICIALES. LA NO RATIFICACIÓN DEL RENDIDO 
POR EL PERITO OFICIAL CONSTITUYE UN VICIO FORMAL SUBSANABLE, POR LO QUE EN NINGÚN CASO DEBE 
DAR LUGAR A CONSIDERAR QUE CONSTITUYE PRUEBA ILÍCITA QUE DEBA SER EXCLUIDA DEL ANÁLISIS 
PROBATORIO CORRESPONDIENTE." y "DICTAMEN PERICIAL OFICIAL. EL EMITIDO PERO NO RATIFICADO, EN 
TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 235 DEL CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES, EN LA ETAPA DE 
AVERIGUACIÓN PREVIA, CONSTITUYE PRUEBA IMPERFECTA, NO ILÍCITA, PARA EL DICTADO DEL AUTO DE 
FORMAL PRISIÓN." citadas, aparecen publicadas en el Semanario Judicial de la Federación de los viernes 20 
de febrero de 2015 a las 9:30 horas, 19 de febrero de 2016 a las 10:15 horas y 18 de noviembre de 2016 a las 
10:29 horas, así como en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libros 15, Tomo II, 
febrero de 2015, página 1390; 27, Tomo I, febrero de 2016, página 673; y 36, Tomo II, noviembre de 2016, 
página 862, respectivamente. 
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Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 17 de agosto de 2018 10:25 h  
Materia(s): (Penal)  
Tesis: I.6o.P.113 P (10a.)  
 
SENTENCIA DEFINITIVA DICTADA EN EL SISTEMA DE JUSTICIA PENAL MIXTO (TRADICIONAL). ATENTO AL 
PRINCIPIO DE COSA JUZGADA, ES IMPROCEDENTE SU ANULACIÓN CONFORME AL CÓDIGO NACIONAL DE 
PROCEDIMIENTOS PENALES. La solicitud del quejoso de anular la sentencia definitiva conforme al Código 
Nacional de Procedimientos Penales, cuando éste fue condenado por sentencia ejecutoriada dictada en el 
sistema penal mixto (tradicional), en el cual se siguieron las formalidades esenciales del procedimiento, atento 
al principio de cosa juzgada, es improcedente, pues la incorporación del llamado "nuevo paradigma 
constitucional" en cuanto a la reforma que incorporó el sistema procesal penal acusatorio, no constituye una 
excepción a ésta, al haberse tramitado y concluido el proceso penal seguido en contra del justiciable, bajo el 
sistema penal mixto. Ello, ya que el código mencionado solamente es aplicable en los supuestos de anulación 
de sentencia ejecutoriada a los procedimientos penales que se iniciaran a partir de su entrada en vigor, de 
conformidad con el artículo cuarto transitorio del Decreto por el que se reforman y adicionan diversas 
disposiciones de la Constitución Federal, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 18 de junio de 2008, 
que dispuso que los procedimientos penales iniciados con anterioridad a la entrada en vigor del nuevo sistema 
procesal penal acusatorio, previsto en los artículos 16, párrafos segundo y décimo tercero, 17, párrafos 
tercero, cuarto y sexto, 19, 20 y 21, párrafo séptimo, de la Constitución Federal, serían concluidos conforme 
a las disposiciones vigentes con anterioridad a dicho acto; y, la circunstancia de que el artículo quinto 
transitorio del decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones, entre otras, del 
código referido, publicado en el medio de difusión indicado el 17 de junio de 2016, establezca que tratándose 
de aquellas medidas privativas de la libertad personal o de prisión preventiva que hubieren sido decretadas 
por mandamiento de autoridad judicial durante los procedimientos iniciados con base en la legislación 
procesal penal vigente con anterioridad a la entrada en vigor del sistema de justicia penal acusatorio 
adversarial, el inculpado o imputado podrá solicitar al órgano jurisdiccional competente la revisión de dichas 
medidas, no constituye una disposición que permita la anulación de la sentencia definitiva conforme al Código 
Nacional de Procedimientos Penales, al haberse dictado ésta con anterioridad a la entrada en vigor de la 
norma nacional adjetiva. 
 
SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Amparo en revisión 226/2017. 5 de enero de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: María Elena Leguízamo 
Ferrer. Secretaria: Gabriela Rodríguez Chacón. 
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VIDEOGRABACIÓN DE LAS SESIONES DE LOS TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO. ES IMPROCEDENTE 
ACORDAR FAVORABLEMENTE LA PETICIÓN DE OTORGAR A LAS PARTES COPIA CERTIFICADA –CON 
SUPRESIÓN DE DATOS PERSONALES– DE LOS DISPOSITIVOS DE ALMACENAMIENTO DE DATOS QUE LAS 
CONTIENEN, AL EXISTIR LA POSIBILIDAD DE QUE SEAN CONSULTADAS EN LA BIBLIOTECA VIRTUAL, EN LA 
PÁGINA DE INTERNET DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL. De los artículos 18, 19, 20, 21, 23, 29 y 31 
del Acuerdo General 16/2009, del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, que regula las sesiones de los 
Tribunales Colegiados de Circuito y establece los lineamientos para su videograbación y difusión, se advierte 
que corresponde a éstos grabar en un dispositivo, el archivo digital de cada sesión, tanto ordinaria como 
extraordinaria, así como enviar, con la supresión de datos personales, el archivo respectivo a la biblioteca 
virtual, que estará a disposición del público en general, para lo cual, el secretario de Acuerdos corroborará 
que se garantice la protección de datos personales, por lo que, de advertir algún dato sensible, éste debe 
suprimirse; sin embargo, dentro de las facultades conferidas al órgano colegiado no está la de expedir a las 
partes, copia certificada de los dispositivos de almacenamiento de datos que contienen las sesiones 
videograbadas pues, incluso, conforme al artículo 18 del diverso Acuerdo General del Pleno del Consejo de la 
Judicatura Federal, por el que se establecen los lineamientos para regular el procedimiento administrativo 
interno de acceso a la información pública, así como el funcionamiento y atribuciones del Comité de 
Transparencia del propio Consejo, se prevé que las sesiones de los Tribunales Colegiados de Circuito pueden 
ser consultadas en la biblioteca virtual señalada; aunado a que los Tribunales Colegiados de Circuito sólo 
cuentan con los medios y recursos que les son entregados para la emisión de una copia, que es la que se queda 
en resguardo del secretario de Acuerdos, y no así para la expedición de copias a las partes, lo que genera 
imposibilidad tanto jurídica como material para acordar favorable la petición de otorgar copia certificada de 
la videograbación de alguna sesión. 
 
SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Recurso de reclamación 2/2018. 22 de febrero de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: María Elena 
Leguízamo Ferrer. Secretaria: Gabriela Rodríguez Chacón. 
 
Nota: Los Acuerdos Generales del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal citados, aparecen publicados en 
el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXIX, mayo de 2009, página 1151 y 
en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 43, Tomo IV, junio de 2017, página 
3083, respectivamente. 
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VIOLACIONES PROCESALES COMETIDAS PREVIO AL DICTADO DEL AUTO DE VINCULACIÓN A PROCESO 
(INADMISIÓN DE MEDIOS DE PRUEBA). DEBEN RECLAMARSE, EN SU CASO, CUANDO SE IMPUGNE DICHO 
AUTO EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha 
reconocido la necesidad de distinguir las etapas del proceso penal acusatorio, con el fin de que se emitan 
pronunciamientos para identificar violaciones procesales y el momento en que deben ser reclamadas vía 
amparo. Dichas etapas son las siguientes: (i) de investigación, que a su vez se divide en dos fases: a) inicial o 
desformalizada, a cargo del Ministerio Público; y, b) complementaria o formalizada, bajo la vigilancia del Juez 
de control; (ii) intermedia, a cargo del propio juzgador, en la que se depuran los hechos y pruebas que pasarán 
a juicio; y, (iii) juicio, a cargo de un tribunal conformado por Jueces sin intervención en etapas anteriores, y 
salvo casos de excepción, no se recibirán pruebas previamente consideradas. Etapas que persiguen fines 
distintos y son conclusivas. Sobre esta base, se estima que el reflejo, en su caso, de alguna afectación a los 
derechos del imputado, acusado o sentenciado, durante su desarrollo, salvo casos específicos, será observable 
en la resolución que defina cada etapa, por lo que deben combatirse como violaciones, cuando se impugnen 
en amparo las determinaciones que resuelvan cada fase. En esa lógica, la inadmisión de pruebas por el Juez 
de control, previo al dictado del auto de vinculación, sólo produce efectos procesales, pues si bien pudiera 
afectar el derecho a la defensa adecuada, lo cierto es que sólo sería trascendente si el fallo que resuelve sobre 
la vinculación es desfavorable al imputado, por lo que no podría considerarse, a priori, que es de imposible 
reparación. Entonces, si el proceso acusatorio se compone de etapas que tienen un principio y fin, debe 
estimarse que para que las incidencias acaecidas durante su desahogo puedan ser combatidas, es necesario 
esperar a constatar si realmente tuvieron trascendencia en la resolución culminatoria de esa fase; en el caso, 
una vez dictado el auto de vinculación a proceso, pues ese momento es el indicado para revisar la idoneidad, 
pertinencia y eficacia de la prueba ofrecida o reunida dentro de la primera fase de la primera etapa de 
investigación, por lo que su inadmisión, aunque susceptible de incidir en prerrogativas del quejoso, sólo 
producirá efectos en el auto que vincula a proceso. Por ende, es mediante el amparo indirecto que se 
promueva contra dicho auto, como puede examinarse el actuar previo del Juez de control, dada la conclusión 
de la primera fase de la etapa inicial de la investigación. Más aún, porque no es viable el estudio posterior a 
la conclusión de esa etapa, ya que continuaría la investigación formalizada o complementaria, que una vez 
concluida, el Ministerio Público podrá formular acusación, dando pauta a la apertura de la etapa intermedia, 
donde sólo podría abordarse el estudio de la exclusión probatoria. Asimismo, sólo las pruebas que se llegasen 
a admitir en el auto de apertura a juicio oral,  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
serán las que podrán ser desahogadas por el tribunal de enjuiciamiento. Por tanto, no sería posible que los 
medios de prueba inadmitidos durante la primera fase de la etapa inicial, previo al dictado del auto de 
vinculación a proceso, sean objeto de estudio como violaciones al analizar la sentencia de primer grado, pues 
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la primera etapa procedimental (investigación) ya habría concluido y, en su caso, de no impugnarse con el 
auto de vinculación a proceso, quedarían irremediablemente consumadas. Considerar lo contrario, sería 
admitir la posibilidad de que por medio del amparo se ordenara reabrir etapas anteriores, con el consecuente 
menoscabo de los recursos materiales, económicos, de logística y estrategias de litigación que implica tanto 
para el Estado como para las partes; aunado a que se propiciaría el abuso del juicio constitucional, con el 
consecuente retardo en la solución de los procesos acusatorios, cuya naturaleza es sumarísima. Ahora bien, 
como los plazos establecidos para resolver sobre la vinculación son breves, al examinar esa determinación en 
amparo indirecto, en su caso, si son impugnadas, deben también analizarse las incidencias ocurridas durante 
el desahogo de toda la etapa inicial, verbigracia, la calificación de la detención, medidas cautelares y el plazo 
que se otorga para la investigación complementaria. Esto, siempre y cuando, en respeto a los principios de 
igualdad procesal y contradicción, hayan sido materia de debate entre las partes ante el Juez de control, y con 
el objeto de que dichas violaciones queden debidamente analizadas en vía constitucional, para que no tengan 
que ser motivo de análisis en posteriores etapas. Sin que lo anterior obstaculice la procedencia del amparo 
contra actos distintos de los precisados, cuando sí sean de ejecución irreparable. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL DÉCIMO OCTAVO CIRCUITO. 
 
Queja 34/2018. 9 de marzo de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Juan José Franco Luna. Secretario: Héctor 
Flores Irene. 
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TRASLADO DE UN INTERNO DEL CENTRO DE RECLUSIÓN DE MEDIANA A UNO DE ALTA SEGURIDAD, 
SOLICITADO POR AQUÉL, POR CORRESPONDER AL DEL LUGAR MÁS CERCANO A SU DOMICILIO. 
PONDERACIÓN DE LOS REQUISITOS PREVISTOS EN EL ARTÍCULO 18 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL PARA SU 
PROCEDENCIA. El precepto constitucional mencionado establece que los sentenciados, en los casos y 
condiciones que establezca la ley, podrán compurgar sus penas en los centros penitenciarios más cercanos a 
su domicilio, por delitos distintos a la delincuencia organizada, y que no requieran medidas especiales de 
seguridad. Luego, si el sentenciado no fue condenado por un delito de esta naturaleza y el domicilio de sus 
familiares se encuentra más cercano al centro de reclusión donde solicitó su traslado; empero, de los estudios 
criminológicos practicados se advierte que cubre el perfil para permanecer en un centro federal de 
readaptación social de mediana seguridad, toda vez que su índice de peligrosidad se encuentra en un nivel 
medio, así como su capacidad criminal y adaptabilidad social; de asumir que podría permanecer interno en 
un centro de reclusión de un nivel de seguridad superior al que éste necesita, iría en perjuicio del propio 
sentenciado; en primer lugar, porque en virtud de la implementación de un nivel de seguridad mayor, no 
podría hacerse de los ejes rectores que señala el Estado para lograr su reinserción, con tanta facilidad como 
en donde se encuentra interno actualmente, porque el nivel de seguridad restringiría dichas actividades y, en 
segundo, porque lo colocaría en una situación de mayor convivencia con diversos internos de un perfil 
criminológico mayor, lo que sería perjudicial para su reintegración a la sociedad, ya que de ponerlo en 
contacto con sujetos que tienen una capacidad criminal mayor, podrían atraerlo por sus malas influencias, y 
de forma perjudicial para éste, incrementar su grado de peligrosidad; incluso, en cierto modo, podría llegar a 
ponerse en riesgo su propia integridad corporal o la vida del trasladado; afectación que es de menor 
intensidad, si el sentenciado continúa interno en aquel centro, pese a que no se encuentre en el centro 
penitenciario que corresponde al lugar de su domicilio; además, el derecho de compurgar sus penas en los 
centros penitenciarios más cercanos a su domicilio, a fin de propiciar su reintegración a la comunidad, es 
fundamental, no es absoluto y, en el caso, existen circunstancias de seguridad que ponderadas con ese 
derecho y el de reinserción social, no hacen factible el traslado, pues de hacerlo, se vulneraría la finalidad 
perseguida en el artículo 18 constitucional invocado, en perjuicio del propio sentenciado. 
 
NOVENO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Amparo en revisión 115/2018. 7 de junio de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Irma Rivero Ortiz de 
Alcántara. Secretaria: Angélica Rodríguez Gómez. 
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SUSPENSIÓN. LA NEGATIVA DE CONCEDERLA TRATÁNDOSE DE MEDIDAS CAUTELARES DICTADAS POR 
AUTORIDAD JUDICIAL EN TÉRMINOS DEL TERCER PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 128 DE LA LEY DE AMPARO, SÓLO 
APLICA PARA LA MATERIA PENAL. El párrafo tercero del artículo citado, dispone que no será objeto de 
suspensión del acto reclamado la medida cautelar dictada por autoridad judicial. Ahora bien, dicho precepto 
no precisa que esa prohibición deba entenderse sólo para aquellas medidas cautelares dictadas en materia 
penal y no para otras materias. Ello es así, porque con motivo de la reforma al nuevo sistema de justicia penal 
en nuestro país, fue necesario realizar la armonización de diversos ordenamientos, en su mayoría de carácter 
penal, con el objeto de implementar los mecanismos y medidas que fueran acordes con la finalidad pretendida 
con dicha reforma. Como resultado de lo anterior, se adicionó el tercer párrafo al artículo 128 citado, el cual 
fue publicado en el Diario Oficial de la Federación el 17 de junio de 2016, para establecer que no es objeto de 
suspensión la medida cautelar concedida por autoridad judicial. En ese sentido, debe atenderse a la voluntad 
del legislador, en cuanto a que la incorporación del tercer párrafo, sólo es aplicable a los casos de las medidas 
cautelares dictadas por autoridad judicial de carácter penal. 
 
DÉCIMO SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Amparo en revisión 97/2018. Jacobo Cohen Tarrab. 3 de mayo de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: 
Adalberto Eduardo Herrera González. Secretaria: Reyna María Rojas López. 
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INEXISTENCIA DE LAS OPERACIONES HECHAS CONSTAR POR LOS CONTRIBUYENTES. LAS AUTORIDADES 
PUEDEN DECLARARLA EN USO DE LAS FACULTADES DE COMPROBACIÓN PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 42, O 
MEDIANTE EL PROCEDIMIENTO ESPECIAL REGULADO EN EL ARTÍCULO 69-B, AMBOS DEL CÓDIGO FISCAL DE 
LA FEDERACIÓN. La facultad que el primero de los preceptos mencionados confiere a las autoridades fiscales 
para verificar que los contribuyentes han cumplido con sus obligaciones tributarias, incluye la de realizar los 
actos necesarios para revisar si las operaciones que éstos hicieron constar en los documentos que integran su 
contabilidad en realidad se efectuaron, y si concluye en sentido negativo, ello producirá, necesariamente, la 
declaración de inexistencia relativa y los comprobantes fiscales carecerán de valor probatorio para efectos 
fiscales; es decir, no podrán tomarse en cuenta y deberán rechazarse para hacer procedentes las deducciones. 
En cambio, tratándose del procedimiento especial regulado en el segundo de dichos artículos, cuyo propósito 
es mitigar los fraudes fiscales realizados mediante el tráfico de comprobantes fiscales, las consecuencias que 
produce la declaración definitiva de inexistencia de operaciones son distintas, desde la consideración, para 
efectos generales, de que las operaciones amparadas por aquéllos no producirán efecto fiscal alguno, hasta 
la estimación de que se trata de actos simulados constitutivos de delito. De lo anterior se advierte que el 
objeto y las consecuencias de la declaración de inexistencia de operaciones dependen de la facultad de 
comprobación que la autoridad fiscalizadora haya optado por ejercer y, por ende, válidamente puede derivar 
del ejercicio de las facultades de comprobación a que se refiere el artículo 42 citado, ya que el diverso artículo 
69-B no limita el uso de las atribuciones previstas en aquél. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL DÉCIMO SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
Amparo directo 114/2017. Lácteos Cerro Grande, S.A. de C.V. 12 de abril de 2018. Unanimidad de votos. 
Ponente: Miguel Ángel González Escalante. Secretaria: Araceli Delgado Holguín. 
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COMPENSACIÓN DE CRÉDITOS EN EL JUICIO DE QUIEBRA. CONDICIONES EN QUE OPERA. Uno de los 
principios básicos del concurso mercantil en etapa de quiebra es el de par condicio creditorum, por virtud del 
cual todos los acreedores, salvo aquellos de carácter privilegiado, tienen igual condición frente al patrimonio 
del deudor común; principio de igualdad de condición que significa que todos los acreedores son iguales ante 
la ley del concurso, lo que a su vez conduce a la llamada "ley del dividendo", que implica que si el patrimonio 
del deudor común es insuficiente para atender a todos los créditos, dicho patrimonio se divide entre los 
acreedores a prorrata o en proporción de todos los créditos, de suerte que el sacrificio de los acreedores sea 
para todos proporcionalmente igual. Conforme a esa regla, y salvo los casos de excepción que señala la ley, 
los acreedores deben ser pagados a prorrata en la medida del activo del deudor común. En esas condiciones, 
si bien el artículo 105 de la Ley de Concursos Mercantiles permite la compensación y, conforme a los artículos 
2185 y 2186 del Código Civil Federal la compensación opera cuando dos personas reúnen la calidad de 
deudores y acreedores recíprocamente y su efecto es extinguir, por ministerio de la ley, las dos deudas hasta 
la cantidad que importe la menor, es preciso tener en cuenta que esas normas, en tratándose de la quiebra, 
deben necesariamente interpretarse en consonancia con el principio básico de igualdad a que previamente 
se hizo alusión, porque lo contrario, estimar que la compensación procede crédito contra crédito, implicaría 
atribuir a los acreedores con derecho a compensación un privilegio que la ley no les concede, de hacer efectivo 
su crédito en condiciones de ventaja frente a los restantes, dado que no se haría a prorrata, siendo que una 
vez declarada la quiebra todo el activo del quebrado se hace indisponible por estar destinado exclusivamente 
a la satisfacción de la masa de acreedores, bajo el principio de igualdad; en consecuencia, no es dable disponer 
de uno de los elementos de ese activo para pagar con él a un acreedor en situación de ventaja frente a los 
demás, y precisamente la compensación en el fondo equivale a un pago, en tanto que si bien el deudor no 
entrega la cosa debida, da en pago su propio derecho a la prestación que su acreedor le debía. 
 
OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Amparo en revisión 110/2018. Felícitas Morales Alarcón. 27 de junio de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: 
Abraham S. Marcos Valdés. Secretaria: Patricia Villa Rodríguez. 
 
Amparo en revisión 150/2018. Ficrea, S.A. de C.V., Sociedad Financiera Popular, en Quiebra. 4 de julio de 2018. 
Unanimidad de votos. Ponente: Abraham S. Marcos Valdés. Secretaria: Miriam Marcela Punzo Bravo. 


